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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP. N.o 1429-2002-HC/TC 
LIMA 
JUAN ISLAS TRINIDAD Y OTROS 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 19 días de Noviembre de 2002, reunido el TribunalConstitucional en 
sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los señores Magistrados Rey Terry, 
Presidente; Revoredo Marsano, Vicepresidenta; Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, 
Gonzales Ojeda y García Toma, pronuncia la siguiente sentencia. 

ASUNTO 

Recurso extraordinario interpuesto por don Emiliano álvarez Lazo y otros, a favor 
de don Juan Islas Trinidad y otros, contra la sentencia expedida por la Sexta Sala Civil de la 
Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 172, su fecha 17 de enero de 2002, que declaró 
infundada la acción de hábeas corpus de autos. 

ANTECEDENTES 

Los accionantes, con fecha 25 de setiembre de 2001, interponen acción de hábeas 
corpus contra el Ministro de Justicia, don Fernando Olivera Vega, el Ministro del Interior, 
don Fernando Rospigliosi y el Jefe del Instituto Nacional Penitenciario" con el objeto de 
que se disponga el cese del aislamiento, incomunicación y las condiciones humillantes, 
degradantes e inhumanas de reclusión de treinta y cuatro internos trasladados al 
Establecimiento Penal de Challapalca, y se ordene su retomo a su lugar de origen, el 
Establecimiento Penal "Miguel Castro Castro" de Lima. 

Afirman que los favorecidos, 34 internos del Pabellón IV del Penal de Yanamayo, 

M 
la madrugada del día viernes 21 de septiembre de 2001 fueron trasladados ilegalmente al 

stablecimiento Penal de Challapalca, en contravención de las sugerencias de la Defensoría 
del Pueblo y el Comité Internacional de la Cruz Roj a, que recomendaron el cierre de dicho 
establecimiento penal, de mayor aislamiento y altura, por ser atentatorio de la salud de los 
internos y los visitantes. Manifiestan que el Establecimiento Penal de Challapalca se 
encuentra a una altitud mayor a los 4650 metros sobre el nivel del mar, en un lugar bastante 

O 
alejado de la residencia de los familiares de los internos y que sus condiciones de 

~ 
\ . aislamiento del lugar y características climatológicas, lo hacen inadecuado para la 

sobrevivencia humana, constituyendo, así, un peligro para la salud de los internos y de sus 
familiares que, por lo general, son personas mayores de edad y tienen que trasladarse desde 
la ciudad de Lima. Refieren que esta medida tiene por finalidad aislarlos más de sus 
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familiares y de la sociedad, en aplicación de un plan de aislamiento, aniquilamiento y 
genocidio iniciado por el anterior gobierno Asimismo, que el traslado se efectuó en medio 
de un operativo militar y policial que puso en riesgo sus vidas e integridad física y cuyas 
consecuencias son ocultadas, al extremo de no haberse permitido la presencia del Comité 
Internacional de la Cruz Roja y de la Defensoría del Pueblo y de negarse la visita de los 
familiares, quienes, los días sábado 22 y domingo 23 de septiembre del año pasado, 
acudieron al Establecimiento Penal de Challapalca y se les informó que los internos estaban 
incomunicados indefinidamente. Sostienen que el acto cuestionado evidencia la 
continuación del plan del ex Presidente Fujimori y del señor Montesinos, de aniquilamiento 
y genocidio contra los recluidos, expresados en encierro celular, incomunicación, 
aislamiento y sometimiento a condiciones de reclusión inhumanas, humillantes y 
degradantes, incompatibles con la dignidad de persona humana y que transgreden el 
artículo 5.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Sostienen que parte del 
mencionado plan es la negación del derecho a la defensa de los demandantes debido a que 
se les mantiene incomunicados con sus abogados e, incluso, con sus familiares y que las 
características climáticas, aislamiento y lejanía del lugar, imposibilitan que los abogados 
tengan acceso al cuestionado establecimiento penal. Manifiestan también que el traslado se 
efectuó sin conocimiento previo de la Defensoría del Pueblo, del Comité Internacional de la 
Cruz Roja y familiares de los internos, desconociéndose su estado salud y en qué 
obndiciones fueron trasladados, extremo que, sostienen, debe verificarse a través de la 
presente acción, así como la situación de los objetos personales y de trabajo pertenecientes 
a los internos que permanecen en el Penal de Yanamayo. Manifiestan que estos hechos 
conculcan el derecho a la integridad personal de los 34 demandantes, reconocido por el 
artículo 5° de la Convención Americana de Derechos Humanos. Solicitan que se tome la 
declaración, además, del Delegado del Comité Internacional de la Cruz Roja, COn relación 
al estado de salud de los demandantes y del Defensor del Pueblo, respecto a las condiciones 
inadecuadas del Establecimiento Penal de Challapalca, que lo impulsaron a recomendar su 
CIerre. 

í1 
El Presidente del Consejo Nacional Penitenciario del Instituto Nacional 

enitenciario, don Luis Javier Bustamante Rodríguez, por su parte, afirma que el traslado 
de los demandantes se realizó en mérito a la Resolución Directoral de la Dirección 
Regional Altiplano Puno N.O 159-2001-INPE-DRAP-D, de fecha 20 de septiembre de 
2001, que, a su vez, se sustenta en el Acta del Consejo Técnico Penitenciario N.O 029-2001-
EPY -CTP del Establecimiento Penal de Máxima Seguridad de Yanamayo, de fecha 20 de 
septiembre del mismo año. Manifiesta que en la citada Resolución Directoral se consigna 
que existe un deterioro significativo de la infraestuctura del establecimiento penitenciario y 
que para efectuar las reparaciones correspondientes se hacía necesario el traslado de los 
internos a quienes, previamente, se les propuso trasladarlos en distintos grupos a los 
penales de Huancayo, Cajamarca e lca, lo cual rehusaron. Señala que durante su salida del 
pabellón del establecimiento y su embarque en los vehículos que los llevaron, estuvieron 
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presentes dos representantes del Ministerio Público y un médico legista invitados, con el 
propósito de cautelar el operativo y los derechos humanos de los demandantes. Sostiene 
que la razón por la que no se les permitió llevar consigo sus pertenencias fue para efectuar 
una requisa en los ambientes que ocupaban de las armas hechizas manufacturadas (sic) y 
otros objetos no autorizados por el Reglamento, para posteriormente remitirlos. Afirma que 
no hay norma alguna que disponga que el Instituto Nacional Penitenciario deba consultar 
sus decisiones al Comité Internacional de la Cruz Roja o a la Defensoría del Pueblo. 
Refiere que el Establecimiento Penitenciario de Challapalca es un penal de máxima 
seguridad de construcción nueva, que cuenta con una clínica, áreas laborales y educativas y 
un equipo profesional multidisciplinario encargado del tratamiento, donde cada interno 
posee su propia celda; éstas cuentan con servicios higiénicos propios y no existe 
hacinamiento, además que se dispone de varios patios para actividades al aire libre. 
Enfatiza que los demandantes no se encuentran incomunicados, ya que pueden recibir 
visitas de sus abogados y representantes de organismos protectores de derechos humanos, 
como la Cruz Roja y la Defensoría del Pueblo, y que luego de que concluyan el periodo de 
treinta días de sanción disciplinaria impuesta por los destrozos que los internos 
ocasionaron, éstos podrán recibir visitas de sus familiares; asimismo, reitera que no se 
encuentran aislados, y que cada uno permanece en su celda unipersonal en cuatro alas de 
un mismo pabellón, con cama individual que dispone de colchón y cuatro frazadas. 
Manifiesta que ha presentado al despacho judicial diez fotografías que muestran los 
destrozos en el establecimiento de Yanamayo ocasionados por los demandantes, así como, 
entre otros documentos, el Informe N.O 085-01 -XII-RPNP-EPY.SI del Jefe de Seguridad de 
dicho establecimiento, donde se indica el grado de deterioro del penal y se recomienda el 
traslado de los internos; asimismo, el acta de verificación y de recepción de los médicos de 
os establecimientos de Yanamayo y Challapalca, respectivamente. Afirma que los 

Ministros accionados no estuvieron presentes el día del traslado de los demandantes porque 
dicho acto es competencia de la Dirección Regional del INPE. 

El Procurador Público encargado de los asuntos judiciales del Ministro del Interior 

fjmanifiesta que el traslado de los demandantes se realizó en el ámbito de competencias del 
Director del Establecimiento Penal de Yanarnayo y sus superiores, en ejercicio de sus 
atribuciones, como consecuencia de los actos ilícitos ( sic) cometidos por los demandantes y 
que el informe que da cuenta de estos hechos, refiere que el establecimiento carcelario 

~ 
estaba dominado por los internos, situación que ponía en riesgo la seguridad integral de las 
instalaciones, de ellos mismos, de los funcionarios del INPE y de los funcionarios (sic) 
encargados de la custodia exterior del establecimiento. 

La Procuradora Pública encargada de los asuntos judiciales del Ministerio de 
Justicia, por su parte, afirma que el traslado cuestionado se dispuso por decisión del INPE, 
que es el ente rector del sistema penitenciario nacional, de conformidad con el artículo 1 ° 
de su Reglamento de Organización y Funciones, Resolución Ministerial N.O 040-200l -JUS. 
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El Tercer Juzgado Especializado en Derecho Público de Lima, a fojas 126, con 
fecha 30 de octubre de 2001, declaró infundada la acción interpuesta por considerar que en 
la constatación realizada por el juez comisionado en el Establecimiento Penal de 
Challapalca, se verificó que los internos se hallan recluidos en condiciones normales, pues 
cuentan con los servicios básicos para su subsistencia y que no existe queja por maltrato o 
tortura contra el personal del INPE; asimismo, porque siendo potestad de la administración 
penitenciaria determinar el establecimiento penal donde se ubican los internos, de 
conformidad con la Resolución Directoral 159-2001-INPE-DRAP-D, ésta dispuso 
transitoriamente y por reordenamiento el mencionado traslado; y, finalmente, porque los 
demandantes no han sufrido deterioro de su salud ni se encuentran en condiciones 
humillantes, degradantes o inhumanas de reclusión, pues el Establecimiento Penal de 
Challapalca cumple las disposiciones contenidas en el Decreto Supremo N.O 003-2001-
ruS. 

La recurrida confirmó la apelada por considerar que el traslado de los demandantes 
se dispuso bajo la modalidad de reordenamiento, es decir, cuando la capacidad de albergue 
de un establecimiento penitenciario es excedida por el número de internos, lo que pone en 
riesgo el régimen y la disciplina penitenciaria; en el caso, la infraestructura del 
establecimiento presentaba serias deficiencias que ponían en riesgo su seguridad, lo que 
hacía necesaria su refacción y el consiguiente traslado de los demandantes hasta la 
culminación de las obras. Asimismo, considera que se ha acreditado en los actuados que las 
condiciones de reclusión en las que se encuentran los demandantes no afectan sus derechos 
a la vida, a la integridad física y psicológica y a la salud. 

DAMENTOS 

ábeas corpus correctivo: objeto y alcances 

1. En resolución recaída en el Exp. N.o 590-2001-HC/TC, se estableció el denominado 
hábeas corpus correctivo. Esta modalidad de hábeas corpus procede ante actos u 
omisiones que importen violación o amenaza, en principio, del derecho a la vida, a la 
salud, a la integridad y, de manera muy significativa, del derecho al trato digno y a no 
ser objeto de penas o tratos inhumanos o degradantes. 
Para este supremo intérprete de la Constitución queda claro que aun cuando el artículo 
12° de la Ley N.O 23506 no comprende de manera expresa la protección de estos 
derechos, el carácter enunciativo del conjunto de derechos que pueden ser objeto de 
protección, de conformidad con el citado artículo 12°, posibilita o autoriza que derechos 
no comprendidos expresamente por éste puedan ser objeto de protección del proceso 
constitucional de hábeas corpus. Ello puede suceder tanto respecto de derechos 
directamente conexos con el de la libertad, así como respecto de derechos diferentes a la 
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libertad, pero que su eventual lesión se genera, precisamente, como consecuencia 
directa de una situación de privación o restricción del derecho a la libertad individual. 

2. Tal es el caso de personas recluidas en ejecución de una pena privativa de la libertad o de 
personas detenidas como consecuencia de una medida cautelar de detención. Sin 
embargo, también se extiende a aquellas situaciones diversas en las que también se 
verifica cierta restricción de la libertad debido a que se hallan bajo una especial relación 
de sujeción tuitiva. Es el caso, por ejemplo, de personas internadas sometidas a 
tratamiento en centros de rehabilitación o de estudiantes internados, ya sea en 
dependencias públicas o privadas. 
En estos supuestos, la controversia radica en examinar si las condiciones de reclusión, 
detención o internamiento resultan lesivas de los derechos fundamentales o contrarias a 
los principios constitucionales. Si bien no es posible determinar a priori el derecho que 
pueda resultar implicado en tales casos, debe tenerse en cuenta que, en principio, el 
análisis debe centrarse en los derechos a la vida, a la integridad, a la salud, a no ser 
objeto de penas o tratos inhumanos o degradantes, a la dignidad e, incluso, a la 
contravención de principios constitucionales que incidan negativamente en la situación 
de estas personas. 
En los casos en que sufran lesión alguno de los derechos constitucionales antes 
mencionados, el denominado hábeas corpus correctivo es la vía idónea para la 
protección que corresponda. 

Precisión de la controversia constitucional planteada 

En atención a los hechos expuestos, este Tribunal Constitucional estima que la 
controversia planteada consiste en determinar si la reclusión de los demandantes en el 
Establecimiento Penal de Challapalca, dada su ubicación geográfica y las características 
climáticas de dicho lugar, afectan o no el derecho a no ser objeto de tratos inhumanos ni 
degradantes y el derecho a la salud. 

Derecho a no ser objeto de tratos inhumanos ni degradantes 

4. De conformidad con el artículo 5° de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, "Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes". Asimismo, de conformidad con el artículo 7° del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos" (.oo) Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes ( oo. )". Enunciado análogo hallamos en el artículo 5°, 
inciso 2), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que precisa, además, 
que "Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano". Finalmente, la Constitución Política del Estado establece en 
el artículo 2°, inciso 24), literal "f', ab initio, que "Nadie debe ser víctima de violencia 



• • . . 
6 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes ( .. . )". 
El reconocimiento de este derecho humano excede su dimensión estricta de derecho 
subjetivo y se proyecta, además, como un valor o principio constitucional objetivo del 
derecho penitenciario, en cuanto principio de humanidad de las penas, tal como lo 
establece el artículo 3° del Código de Ejecución Penal (Decreto Legislativo N.o 654). 

5. Las disposiciones citadas establecen conceptos cuya noción es preciso aclarar 
previamente. Aunque estrechamente vinculados, se debe diferenciar entre la tortura, el 
trato inhumano y el trato degradante. 
La distinción entre la tortura y el trato inhumano o degradante deriva principalmente de 
la diferencia de intensidad del daño infligido (Europe Court of Human Rights, Case of 
Ireland v. United Kingdom, 18 de enero de 1978, parágrafo 164, párrafo 4°). "La tortura 
constituye una forma agravada y deliberada de penas o de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes" (Resolución 3452 (XXX) adoptada por la Asamblea General de las 
N aciones Unidas, 9 diciembre de 1975; citado en la sentencia Irlanda contra Reino 
Unido, cit., párrafo 5°). El Tribunal Constitucional se ha manifestado en análoga línea de 
argumentación y con aplicación de las normas internacionales específícas en la sentencia 
recaída en el Exp. N.o 0726-2002-HC/TC. 
En el presente caso, sin embargo, la proscripción de la tortura no resulta relevante para 
la resolución de la controversia. En tal sentido, el análisis ulterior discurrirá en tomo al 
derecho a no ser objeto de tratos inhumanos ni degradantes. 

6. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, con motivo de la interpretación del artículo 
3 ° del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que establece enunciado similar a los 
an s citados, ha sostenido, con relación al trato degradante, lo siguiente: "sería absurdo 

stener que cualquier pena judicial, debido al aspecto humillante que ofrece de 
ordinario y casi inevitablemente, tiene una naturaleza degradante ( ... ). Hay que 
complementar la interpretación ( ... ); para que una pena sea "degradante" ( ... ), la 
humillación o el envilecimiento que implica, tiene que alcanzar un nivel determinado y 
diferenciarse, en cualquier, caso, del elemento habitual de humillación ( .. . )" y que" su 
constatación es, por la naturaleza de las cosas, relativa: ello depende de todas las 
circunstancias del caso y, en particular, de la naturaleza y el contexto de la misma pena y 
de la forma y método de su ejecución" (Europe Court of Human Rights, Tyrer Case, 
parágrafo N.o 30, último párrafo). En el caso mencionado se concluyó que el factor o 
elemento de humillación alcanzaba el nivel de "pena degradante". En tal sentido, de 
acuerdo con la interpretación del citado organismo jurisdiccional supranacional, se 
entiende como "trato degradante" "aquel que es susceptible de crear en las víctimas 
sentimientos de temor, de angustia y de inferioridad capaces de humillarles, de 
envilecerles y de quebrantar, en su caso, su resistencia física o moral". En este caso, 
colegimos que se habla de un trato que erosiona la auto estima y, más exactamente, de 
un trato incompatible con la dignidad de la persona: un trato indigno. 
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7. Dentro del concepto de "tratos inhumanos", identifican aquellos actos que "producen 
intensos sufrimientos y daños comorales, a veces de importancia", que, empero, no 
llegan al extremo de la tortura, pues "En las torturas se incluyen aquellos tratos 
inhumanos deliberados que producen sufrimientos graves y crueles, constituyendo la 
tortura una forma agravada y deliberada de penas o de tratos crueles, inhumanos o 
degradantes". (Rivera Beiras, Iñaki; La devaluación de los derechos fundamentales de 
los reclusos, 1° ed., 1. M. Bosch Editor, Barcelona, 1997, p. 78). En la sentencia 
precitada, el Tribunal Europeo entiende que se está ante un trato inhumano cuando se 
inflingen sufrimientos de especial gravedad o severidad. Es decir, "un mínimo" de 
gravedad o severidad del trato. Ahora bien, "( ... ) La apreciación de este mínimo es 
relativo por esencia; él depende del conjunto de circunstancias del caso, tales como la 
duración de la aflicción, sus efectos fisicos o mentales y, a veces, del sexo, la edad y del 
estado de salud de la víctima, etc". (Europe Court of Human Rights, Case of Ireland v. 
United Kingdom, 18 de enero de 1978, párrafo N.O 162). Desde luego, según esto, 
conductas que, en principio, estarían en el ámbito de un trato inhumano, podrían devenir 
en una forma de tortura si los sufrimientos inflingidos alcanzan una mayor intensidad y 
crueldad. 

I 

En consecuencia, el trato inhumano se presenta siempre que se ocasione en la persona 
sufrimientos de especial intensidad; y se estará ante un trato degradante si la ejecución 
de la pena y las formas que ésta revista, traen consigo humillación o una sensación de 
envilecimiento de un nivel diferente y mayor al que ocasiona la sola imposición de una 
condena. 

La relevancia de este derecho humano a efectos de resolver la presente controversia 
reside en que no es la pena en sí misma la que es objeto de cuestionamiento, sino las 
condiciones y la forma en que ésta se ejecuta. El Tribunal estima que no es, en 
principio, el derecho a no ser objeto de "tratos degradantes" la variable presuntamente 
lesionada, como tampoco el derecho a no ser objeto de "torturas" . Considera que, dadas 
las características del acto presuntamente lesivo, la controversia planteada reside en la 
presunta afectación del derecho a no ser objeto de "tratos inhumanos". 

9. La reclusión de los demandantes en el Establecimiento Penal de Challapalca no afecta el 
derecho a no ser objeto de tratos inhumanos. En efecto, dicho establecimiento está 
ubicado a 4, 280 metros sobre el nivel del mar y, por lo tanto , está a menor altura que 
otros dos establecimientos penales ubicados en el Perú y de otros en la República de 
Bolivia. Respecto al Establecimiento Penal de Yanamayo, su nivel es sólo 300 metros 
mayor. Las características climáticas son semejantes a zonas pobladas de muchos 
distritos andinos. Junto al Establecimiento Penal de Challapalca, además, está ubicado 
un cuartel del Ejército Peruano. La Defensoría del Pueblo, en su Informe Defensorial 
ante el Congreso de la República 1996-1998, ha afirmado que las temperaturas 
excesivamente bajas de la zona donde se halla el establecimiento penal ponen en grave 
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riesgo la salud humana. Sin embargo, esa afinnación es válida sólo para detenninadas 
personas que no se adaptan a lugares ubicados en la Cordillera de los Andes. 

10. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha recomendado que se inhabilite 
el Establecimiento de Challapalca y se traslade a las personas recluidas hacia otros 
establecimientos penitenciarios (Segundo Informe sobre la situación de los derechos 
humanos en el Perú, Cap. IX, La situación penitenciaria, párrafo N. ° 24, 
recomendación N.O 12, junio, 2000); y la Defensoría del Pueblo, en su Infonne 
Defensorial ante el Congreso de la República 1996-1998, ante el primer traslado de 
reclusos a dicho establecimiento, manifestó que éste debía ser cerrado e inhabilitado, 
posterionnente, en el Infonne Defensorial N.o 29, Derechos humanos y sistema 
penitenciario - Supervisión de derechos humanos de personas privadas de libertad 
1998-2000, Lima 2000, " se afinnó que ( .. . ) Las severas condiciones climáticas, la falta 
de medios de comunicación y su dificil ubicación que limitan el sistema de visitas 
colisionan con el principio de humanidad de las penas. Las bajas temperaturas durante 
el día y particulannente en la noche, junto a los prolongados periodos de encierro en sus 
celdas, afectan severamente la salud fisica y mental de los internos, así como del propio 
personal penitenciario encargado de la custodia del penal". Conclusiones análogas se 
encuentran en el Infonne del Comité de las Naciones Unidas y el de un órgano no 
gubernamental como es la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos. Si bien 
ninguno de estos infonnes vinculan al Tribunal, sí contribuyen a crear convicción sobre 
el hecho materia de controversia, debiéndose resaltar la convergencia del sentido de los 
citados infonnes . 

. De otra parte, la lejanía del establecimiento penal así como su ubicación en un lugar 
inhóspito y alejado de la ciudad, afecta el derecho a la visita familiar de los recursos sin 
el cual puede verse afectada la finalidad resocializadora y reeducadora de la pena, en 
clara contravención del principio constitucional del régimen penitenciario, enunciado en 
el artículo 139°, inciso 14), de la Nonna Fundamental. Debe considerarse que cualquier 
acto, como el cuestionado, que, al margen de su intencionalidad, incida o repercuta en 
esferas subjetivas o derechos que no están restringidos, afecta el derecho y principio a 
la dignidad. La condición digna es consustancial a toda persona y el hecho de que esté 
restringido el derecho a la libertad como consecuencia de una sanción penal, por más 
abominable y execrable que haya sido el hecho que motivara su aplicación, nunca 
enervará o derogará el núcleo fundamental de la persona, su dignidad. Es en este 
sentido que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que en "los 
ténninos del artículo 5.2 de la Convención, toda persona privada de libertad tiene 
derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el 
Estado debe garantizarle el derecho a la vida y a la integridad personal. En 
consecuencia, el Estado, como responsable de los establecimientos de detención, es el 
garante de estos derechos de los detenidos" (Caso Neyra Alegría y otros, párrafo N. ° 
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60). Por esto, cualquier restricción de algún derecho constitucional o de cualquier 
esfera subjetiva del interno, tendrá condicionada su validez constitucional a la 
observancia del principio de razonabilidad. 
Considerando, además, la especial ubicación del Establecimiento Penitenciario de 
Challapalca, debe el Estado facilitar el acceso para la visita de los familiares de los 
reclusos, proporcionándoles la movilidad que es indispensable, con una periodicidad 
razonable. 

Derecho a la salud 

12. El artículo 7° de la Constitución Política del Estado establece que "( ... ) Todos tienen 
derecho a la protección de su salud ( ... ) así como el deber de contribuir a su promoción 
y defensa". La salud es entendida como "Estado en que el ser orgánico ejerce 
normalmente todas sus funciones", "Condiciones fisicas en que se encuentra un 
organismo en un momento determinado", "Libertad o bien público o particular de cada 
uno" (Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, 22" edición, 
2002). Puede considerarse, entonces, como la facultad inherente a todo ser humano de 
conservar un estado de normalidad orgánica funcional, tanto fisica como psíquica, así 
como de restituirlo ante una situación de perturbación del mismo. 

13. Así las cosas, el derecho a la salud se proyecta como la conservaclOn y el 
restablecimiento de ese estado. Implica, por consiguiente, el deber de que nadie, ni el 
Estado ni un particular, lo afecte o menoscabe. Hay, desde tal perspectiva, la 
proyección de la salud como un típico derecho reaccional o de abstención, de incidir en 
su esfera. Pero también, como en la mayoría de derechos constitucionales, el de la 

/ salud presenta una dimensión positiva que lo configura como un típico derecho 
"prestacional", vale decir, un derecho cuya satisfacción requiere acciones 
prestacionales. Esta dimensión del derecho se manifiesta con especial énfasis en el 
artículo 12° del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

4. Si bien el derecho a la salud no está contenido en el capítulo de derechos 
fundamentales, su inescindible conexión con el derecho a la vida (art. 2°), a la 
integridad (art. 2°) y el principio de dignidad (art. 1° Y 3°), lo configuran como un 
derecho fundamental indiscutible, pues, constituye "condición indispensable del 
desarrollo humano y medio fundamental para alcanzar el bienestar individual y 
colectivo" (art. 1, Título Preliminar de la Ley N.O 26842, General de Salud). Por ello, 
deviene en condición necesaria del propio ejercicio del derecho a la vida y, en 
particular, a la vida digna. De otra parte, siempre que el derecho a la integridad resulte 
lesionado o amenazado, lo estará también el derecho a la salud, en alguna medida. Sin 
embargo, son también posibles supuestos en que se afecte de manera directa y grave el 
mínimo vital necesario para el desempeño fisico y social en condiciones normales . La 
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salud resulta un estado variable, susceptible de afectaciones múltiples, que incide en 
mayor o menor medida en la vida del individuo, dependiendo de sus condiciones de 
adaptación. Teniendo como base esta apreciación gradual de la salud, la protección del 
derecho a la salud importa la tutela de un mínimo vital, fuera del cual el deterioro 
orgánico impide una vida normal o un grave deterioro de ésta. 
Debe tenerse presente que la vida no es un concepto circunscrito a la idea restrictiva de 
peligro de muerte, sino que se consolida como un concepto más amplio que la simple y 
limitada posibilidad de existir o no, extendiéndose al objetivo de garantizar también una 
existencia en condiciones dignas. Por esta razón, es indispensable la consideración de la 
vida en dignidad que, en este caso, se manifiesta como vida saludable. 

15. Se trata, ahora, de abordar el derecho a la salud, en particular de las personas que se 
hallan privadas de su libertad. El derecho a la salud constituye uno de los derechos 
constitucionales de mayor importancia, ya que se vincula estrechamente a otros 
derechos constitucionales como el derecho a la vida, a la integridad fisica y al propio 
principio de dignidad. Desde luego, la privación de la libertad no implica, en absoluto, 
la suspensión o restricción de otros derechos, en particular del derecho a la salud. En 
cuanto derecho constitucional, la salud de las personas recluidas es también una 
facultad vinculante al Estado. Por esta razón, el artículo 76° del Código de Ejecución 
Penal (Decreto Legislativo N. o 654) ha establecido que "El interno tiene derecho a 
alcanzar, mantener o recuperar el bienestar fisico y mental. La Administración 
Penitenciaria proveerá lo necesario para el desarrollo de las acciones de prevención, 
pro · oción y recuperación de la salud". 
B r lo tanto, los reclusos, como en el caso de los demandantes, tienen un derecho 
constitucional a la salud al igual que cualquier persona. Pero, en este caso, es el Estado 
el que asume la responsabilidad por la salud de los internos; hay, pues, un deber de no 
exponerlos a situaciones que pudieran comprometer o afectar su salud. Por esta razón, 
el Instituto Nacional Penitenciario, como sector de la administración competente de la 
dirección y administración del sistema penitenciario y, en particular la Dirección 
Regional de Puno, son responsables de todo acto que pudiera poner en riesgo la salud 
de los demandantes y debe, en consecuencia, proporcionar una adecuada y oportuna 
atención médica. Asimismo, ante esta situación, el Estado debe tomar las acciones 
apropiadas para el cese de la situación peligrosa, la que exige, en principio, el traslado 
inmediato de los internos cuyo precario estado de salud, clínicamente comprobado, no 
permita que continúen en el centro penitenciario en el que se encuentran recluidos. 

La facultad de traslado de internos 

16. La resolución por la cual se dispone el traslado de los demandantes invoca la Directiva 
N.o 002-2001-INPE/OGT, que establece en el Punto A.4 la facultad de traslado de los 
intem~reordenamiento", en el supuesto de que "la capacidad de albergue de un 
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Establecimiento Penitenciario es excedida por el número de internos que actualmente 
presenta dicho Establecimiento, poniendo en riesgo el régimen y disciplina 
penitenciaria". Antes de evaluar el mérito de este acto administrativo en función de los 
derechos y principios constitucionales, es menester analizar el asunto relativo a la 
propia directiva en cuanto fuente normativa sustentatoria del acto administrativo de 
traslado. Las directivas constituyen disposiciones a través de las cuales la 
administración establece procedimientos específicos para el mejor cumplimiento de las 
funciones que la propia ley les ha asignado. Sin embargo, dos aspectos deben tenerse 
en cuenta respecto a su validez. El primero, es que, por su propia naturaleza, se hallan 
estrictamente enmarcadas dentro de la ley y el reglamento. Están vinculadas al 
principio de legalidad. Pero, además, no pueden regular materia relativa a derechos 
constitucionales. Aquí, el principio de reserva de ley impone que cualquier disposición 
que tenga por objeto directo la regulación de derechos constitucionales o que, aun 
cuando de manera indirecta, incida en ella, debe ser objeto exclusivo y excluyente de 
ley, mas no de fuentes normativas de jerarquía inferior. 

17. Planteado en estos términos, la mencionada directiva, al establecer las causales y la 
autoridad competente para el procedimiento de traslado de los internos de 
establecimientos penales, no ha infringido ningún principio constitucional, porque 
estos aspectos no inciden directamente en los derechos de las personas recluidas en un 
establecimiento penal y en los principios constitucionales del régimen penitenciario. 
Como consecuencia de lo anterior, el acto administrativo cuestionado no ha 
significado, en la práctica, un acto extra legem y, por consiguiente, ilegal y viciado de 
nulidad. Por esta razón, carece de sentido evaluar si el acto administrativo que dispuso 
el traslado respetó o no el principio de razonabilidad en cuanto límite y parámetro de la 
validez constitucional de las potestades administrativas. 

fjs. Los medios probatorios dispuestos por este Colegiado en uso de la facultad que le 
confiere el artículo 570 de su Ley Orgánica (N.O 26435) y los argumentos expuestos por 
los demandados ratifican los hechos evaluados anteriormente. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le 
confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica; 

FALLA 
REVOCANDO la recurrida que, confirmando la apelada, declaró infundada la acción de 
hábeas corpus; y, reformándola, la declara FUNDADA en parte. Ordena, en consecuencia, 
que el Instituto Nacional Penitenciario traslade a los reclusos cuyo precario estado de salud, 
clínicamente comprobado por la entidad oficial pertinente, no permita que continúen en el 
Centro Penitenciario de Challapalca, a cualquier otro establecimiento penal del Estado, con 
intervención del representante del Ministerio Público; y que al resto de población penal se 

~ 
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le proporcione adecuada atención médica y facilite el transporte de los familiares, cuando 
menos con periodicidad quincenal. Dispone la notificación a las partes, su publicación en el 
diario oficial El Peruano y la devolución de los actuados. 

Lo qu certifico: 

Dr. Cé ar Cubas Longa 
SECR TARtO RELATOR 
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